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State and transparency: Utopia?

Resumen

Colombia cuenta con diversas herramientas preventivas, tendientes a 
garantizar una estructura homogénea de cumplimiento en las diversas ramas 
del poder público, con el propósito de promover estándares éticos en el 
servidor público, siendo una medida de optimización de la función pública 
y prevención de la corrupción. No obstante, la percepción ciudadana, y las 
métricas de corrupción estatal representan un punto de conflicto sobre la 
verdadera utilidad de estas medidas preventivas, no represivas. En ese orden 
de ideas ¿es utópica la existencia de transparencia en el Estado?
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La corrupción desatada en medio la 
crisis del Covid-19 deja en entredicho las 
medidas de cumplimiento del Estado co-
lombiano.

Introducción

En Colombia, la falta de legitimidad 
y confianza en las instituciones gu-
bernamentales ha sido cuantificado, 
existiendo una alta percepción de co-
rrupción (1). Este sinsabor se ha incre-
mentado dados los recientes escán-
dalos respecto de las contrataciones 
efectuadas para mitigar el Covid-19 
(2). Al respecto, los entes de control 
han identificado sobrecostos hasta 
del 1665% (3) en procesos contractua-
les, generando un grave perjuicio, no 
sólo en el erario, sino en la confianza 
de la ciudadanía y en el ejercicio de la 
función pública. 

Ante este panorama de corrupción 
latente ¿qué medidas ha adoptado 
Colombia? Partimos de esta pregun-
ta, pues mucho se ha discutido sobre 
cuál es el mejor escenario, y qué he-
rramienta podría ser la más adecuada 
para erradicar la corrupción en el Es-
tado. 

Sin adentrarnos en la amplia gama 
de medidas estatales, para efectos de 
este escrito nos enfocaremos en las 
prácticas de governance y de com-
pliance, concebidas como estrategias 
de prevención, que han sido imple-
mentadas en nuestro país, señalando 
sus principales dificultades, para fina-
lizar con una toma de postura infor-
mada sobre la pregunta de ¿es utópi-
ca la existencia de transparencia en el 
Estado?

Abstract

Colombia has various preventive tools, aimed at guaranteeing a homogeneous 
structure of compliance in the various branches of the public power, with the 
purpose of promoting ethical standards in the public service, being a measure 
of optimization of the public function and prevention of corruption. However, 
citizen perception and state corruption metrics represent a point of conflict 
over the true usefulness of these preventive, not repressive, measures. In this 
order of ideas, is the existence of transparency in the State utopian?

Keywords: Transparency, corruption, COVID-19, State, compliance.



29

Estado y transparencia ¿Utopía? Monroy

Medidas de transparencia 
adoptadas por el gobierno. 

 

Al margen de la discusión académi-
ca, sobre si es viable o no adoptar un 
sistema de cumplimiento en el Esta-
do (4), la introducción de elementos 
de governance y de compliance en el 
sector público ya es una realidad (5). 
Desde la perspectiva política, el do-
cumento CONPES 167 de 2013 esta-
bleció una Política Pública Integral 
Anticorrupción (6), destinando más 
recursos a mecanismos anticorrup-
ción, y articulando a las entidades 
estatales en pro de adoptar medidas 
de mejora de la gestión pública v.gr. 
la adopción del modelo estándar de 
control interno -MECI-, y la consoli-
dación de la Urna de Cristal, como es-
trategia de participación ciudadana y 
divulgación de la información pública 
(7). Inclusive, en el plan nacional de 
desarrollo 2018-2022, protocolizado 
mediante ley 1955 de 2019, uno de los 
3 ejes integrantes es el de la legalidad 
(8), siendo esto un ejemplo de conti-
nuidad en este aspecto de la política 
pública descrita.

En el ámbito legislativo, el Estatu-
to Anticorrupción (ley 1474 de 2011) 
fortaleció la institucionalización de la 
Comisión Nacional de Moralización y 
las Comisiones Regionales de Morali-
zación, siendo  las instancias destina-
das para “coordinar la realización de 

acciones conjuntas, así como el inter-
cambio de información para la lucha 
contra la corrupción frente a entida-
des del orden nacional o territorial 
[…] y coordinar las acciones de los ór-
ganos de prevención, investigación y 
sanción de la corrupción” (9).

A su turno, resulta pertinente des-
tacar la ley 1712 de 2014, que dispuso 
el mandato a las entidades públicas 
que tengan bajo su custodia la infor-
mación, disponer de esta a la ciuda-
danía, garantizando su veracidad y 
facilitando los mecanismos de acce-
so (10). En complemento, la ley 1757 
de 2015 estableció disposiciones para 
proteger y promover la participación 
democrática como derecho en el ám-
bito de la gestión pública, determi-
nando el deber de rendición de cuen-
tas a la ciudadanía (11).

Desde el punto de vista operati-
vo y de cumplimiento, se consolidó 
el Modelo Integrado de Planeación y 
Gestión -MIPG- (12). De acuerdo con 
la definición ofrecida por Función Pú-
blica, consiste en un “marco de refe-
rencia para dirigir, planear, ejecutar, 
hacer seguimiento, evaluar y contro-
lar la gestión de las entidades y orga-
nismos públicos con el fin de generar 
resultados que atiendan los planes de 
desarrollo y resuelvan las necesidades 
y problemas de los ciudadanos, con 
integridad y calidad en el servicio” 
(13). No obstante, es de aclarar, que 
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el MIPG sólo aplica para las entidades 
de la rama ejecutiva del poder públi-
co.

Incrustado en el MIPG encontramos 
el Código de Integridad, expedido por 
el Departamento Administrativo de la 
Función Pública, el cual aplicaba exclu-
sivamente para entidades de la rama 
ejecutiva. Ahora -gracias a la expedi-
ción de la ley 2016 de 2020- se exten-
dió para todas las entidades que con-
forman el poder público, permitiendo 
a cada entidad complementarlo. El 
catálogo de valores para el servidor 
público -que contiene el Código de 
Integridad- son: Honestidad, Respeto, 
Compromiso, Diligencia y Justicia. De 
estos valores, se desprenden pautas 
comportamentales orientativas -no 
taxativas-, para facilitar la toma de 
decisiones del servidor público. 

El Código de Integridad no contem-
pla sanciones, pues pretende generar 
un proceso de interiorización, apre-
hensión y puesta en práctica de la 
función pública conforme a estánda-
res éticos (14). Adicionalmente, a di-
ferencia de lo que ocurre en un siste-
ma de compliance del sector privado, 
el poder público ya tiene fijados los 
derroteros punitivos en caso de in-
cumplimiento de deberes y detección 
de ilícitos o irregularidades (derecho 
penal, derecho administrativo sancio-
nador, derecho disciplinario, derecho 
fiscal). A manera de conclusión preli-

minar, el Estado ha procurado gene-
rar conciencia en prevenir, pues tal y 
como afirma Mario Iván Algarra “una 
vez consumado el hecho, poco y nada 
es lo que se puede hacer” (15).

Dificultades

A nivel estadístico, durante el lapso 
entre enero de 2016 y julio de 2018, 
Transparencia Internacional identificó 
lo siguiente:

 “327 hechos de corrupción re-
portados por la prensa nacio-
nal y regional en los 32 depar-
tamentos del país. El 69 % de 
los hechos son de alcance mu-
nicipal, el 25 % de nivel depar-
tamental y un 6 % de hechos 
restantes correspondieron a 
hechos de alcance nacional […] 
La radiografía del país detec-
tó en su mayoría hechos de 
corrupción administrativa (73 
%), corrupción privada (9 %) 
y corrupción judicial (7 %). […] 
De los hechos asociados a co-
rrupción administrativa siguen 
siendo las irregularidades en 
los procesos de contratación 
pública el principal problema, 
ocupando el 46 % de los he-
chos de este tipo” (16).
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De otra parte, en el rango com-
prendido entre el 1 de enero de 2019 
hasta el 31 de agosto de 2019, Misión 
de Observación Electoral detectó:

“324 hechos de corrupción 
contra la administración públi-
ca que involucran a 297 fun-
cionarios. […] Los funcionarios 
públicos involucrados en estos 
hechos de corrupción son al-
caldes (121), secretarios (80), 
directivos (40), empleados pú-
blicos (40), gobernadores (38) 
y contralores (5) […] 255 de es-
tos funcionarios están siendo 
investigados (139 por cometer 
faltas penales, 98 por faltas 
disciplinarias y 18 por faltas 
fiscales); y 69 funcionarios han 
sido condenados (43 en mate-
ria disciplinaria, 19 en materia 
penal y 7 en materia fiscal) (17).

Actualmente, en medio del riesgo 
producido por el Covid-19, escenario 
sin precedentes contemporáneos, que 
supondría un actuar eficiente y trans-
parente del servidor público, en cum-
plimiento del deber solidaridad (18) y 
responsabilidad reforzada (19), se han 
masificado escenarios de corrupción 
pública por el inadecuado manejo del 
erario, especialmente en materia de 
contratación, luego de que el Estado, 
por medio de facultades excepciona-
les hubiese autorizado la contratación 
por urgencia manifiesta, incremen-

tando la posibilidad de gasto público 
(20). 

Este fenómeno de corrupción, de-
tectado por los entes de control, su-
pone fallas en los mecanismos de 
governance y compliance previstos al 
interior de cada entidad. A manera de 
hipótesis, podría señalarse -con un 
posible grado de validez- que tampo-
co han sido interiorizados los valores 
dispuestos en el Código de Integridad 
por parte un sector representativo de 
los servidores públicos.

Las circunstancias descritas, se tor-
nan paradójicas, si se tiene como hito 
previo al fenómeno de corrupción 
asociado al Covid-19, la extensión del 
Código de Integridad para todo el po-
der público, mediante la ley 2016 de 
2020. Pareciera ser que los objetivos 
de fortalecer la ética estatal no son 
más que una utopía, por su carácter 
de irrealizable. 

Tampoco, a nivel colectivo se ha 
generado una reflexión sobre la im-
portancia de la autorregulación con 
fundamento en el deber de solidari-
dad, siendo una expresión de ello, la 
tendencia hacia el populismo puni-
tivo como solución, fórmula que ha 
sido usada en forma excesiva -aspec-
to ampliamente documentado por la 
Comisión Asesora de Política Criminal 
(21) -. Ante este panorama, Mario Iván 
Algarra plantea una fuerte crítica: 
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“hay que superar esa anquilo-
sada cultura represiva estan-
darte de modelos tercemun-
distas, que encuentra como 
escenario propicio de supervi-
vencia a países rezagados y no 
a tono con las exigencias del 
mundo moderno en materia 
de técnicas de la administra-
ción pública contemporánea. 
[…] Una cultura mancomunada 
represiva-preventiva es la lla-
mada a imponerse en la mo-
dernidad de la Administración 
Pública” (22).

Por cultura mancomunada represi-
va-preventiva, hace referencia al con-
trol interno autogestionado de pre-
vención de fenómenos de corrupción, 
como el cumplimiento de los están-
dares previstos en Códigos de Ética. 
Por represivo, hace alusión a la mani-
festación del ius puniendi.

Conclusiones

La utopía como paradigma inserto 
en nuestro objeto de estudio, supo-
ne vislumbrar en “cómo desde los 
gobernantes y gobernados se deben 
transformar los Estados y materializas 
formas para la garantía de una esta-
bilidad social, y en nuestro caso, de 
cambio y de la recreación del dere-

cho como herramienta para obtener 
la justicia” (23).

El hecho de que se produzcan esce-
narios de corrupción masivos, como el 
desatado por las medidas asociadas 
al Covid-19, representa un reto para 
el fortalecimiento de la cultura insti-
tucional. Recibimos con agrado la ley 
2016 de 2020, por ser un gran paso 
de concreción del fomento de la ética 
organizacional a nivel público. 

Puntualizamos, que no se debe des-
acreditar el potencial de la cultura de 
cumplimiento para prevenir la corrup-
ción, sino, que, como punto de vista 
epistemológico, nos permita ampliar 
el panorama de medidas profilácticas 
para la correcta gestión de la fun-
ción pública, en procura de garantizar 
transparencia y bienestar en el marco 
del Estado Social y Democrático de 
Derecho.
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